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      Introducción

      En la era de las comunicaciones, en una sociedad globalizada como la nuestra, un análisis
         político criminal que atienda a las características de la contemporaneidad no puede
         orillar un enfoque internacional.
      

      La nuestra es una sociedad postindustrial en la que la caída del welfarismo penal
         en la década de los setenta da lugar a un nuevo escenario en que se toma consciencia
         de las limitaciones del Estado contemporáneo y se impone un nuevo modelo de control
         del delito. Tal modificación en la forma de afrontar el problema penal es la consecuencia
         de profundos cambios sociales a los que también se debe hacer referencia. Los trascendentes
         cambios sociales experimentados en el último tercio del siglo pasado y en lo que llevamos
         de nuevo milenio han afectado también a las características de la criminalidad. La
         criminalidad de la globalización, en que el paradigma es el delito organizado –delito
         económico en sentido amplio– transnacional, ha alumbrado nuevas tendencias político
         criminales, las propias del derecho penal de la globalización. A estas características
         de la moderna política criminal se hará referencia en este libro.
      

      Junto a las referencias al derecho penal de la globalización y las características
         de la política criminal que lo alumbra, se analizarán varios ejemplos de resultados
         en campos concretos de la política criminal internacional. De un lado, se hará referencia
         al establecimiento de la Corte Penal Internacional como manifestación institucional
         de la orientación de la política penal internacional que, arrancando de la Segunda
         Guerra Mundial, pretende la incriminación a nivel global de determinadas conductas
         gravemente atentatorias contra humanidad y, con ello, contra la comunidad internacional.
         De otro, se analizarán líneas político-criminales internacionales en algunos ámbitos
         de la criminalidad que pueden considerarse ejemplos paradigmáticos de la criminalidad
         de la globalización, como son el tráfico de drogas, la trata de seres humanos y la
         prostitución.
      

   
      Capítulo I

      Política criminal internacional: política criminal de la globalización

      1. De la política penal del welfarismo a la de la sociedad postindustrial

      
         
            La política criminal internacional actual constituye el reflejo de un profundo cambio
               social que ha supuesto el tránsito del welfarismo penal al sistema penal propio de
               la moderna sociedad tardía (Garland, 2005) y que ha conducido a una expansión sin
               precedentes del derecho penal (Silva, 2006).
            

         

      

      El referido cambio no solo tiene traducción en la forma de hacer política penal a
         nivel internacional, sino en muchos otros aspectos de nuestra actual cultura social.
         Resultaría así reduccionista pretender que el tránsito de una a otra forma de entender
         el funcionamiento del sistema de justicia penal se encierra en ese limitado efecto.
         La experimentación de la modernidad tardía, como la ha denominado Garland, supone
         mucho más que la transformación del funcionamiento y orientación de las políticas
         públicas penales. Aun enmarcado en un espectro de transformación social más amplio,
         el objeto principal de las líneas que siguen será determinar qué transformaciones
         de factores han incidido en la forma de hacer política criminal a nivel global y qué
         configuración han otorgado a la actual política-criminal dichas transformaciones.
      

      Entre los factores más influyentes que permiten explicar la configuración actual de
         la política criminal se halla el de la globalización. Se sostiene que la mundialización
         ha afectado a la criminalidad, tanto en su extensión como en la forma de aparición.
         Para poder encarar la criminalidad de la globalización se considera que el sistema
         penal tiene que adaptarse a los nuevos tiempos. La globalización afecta, pues, a la
         política criminal, como una manifestación más de todos aquellos ámbitos de la vida
         humana en los que incide. La influencia de la globalización en la política criminal
         puede considerarse contenida en la que se conoce como globalización política.
      

      
         Las tres caras de la globalización

         Según Borja Jiménez, se identifican tres manifestaciones relevantes de la globalización[1]:
         

         
            	
               
                  Globalización económica: identificada con la unificación mundial del mercado de mercancías
                     y productos. Destacan en este ámbito las nuevas formas de organización de las empresas
                     multinacionales o transnacionales, la multiplicación de las operaciones económico-financieras
                     y la interdependencia económica de los países.
                  

               

            

            	
               
                  Globalización política: caracterizada, de un lado, por la pérdida de soberanía de
                     los Estados y por la pérdida de espacio político de las ideologías tradicionales de
                     la derecha y la izquierda.
                  

               

            

            	
               
                  Globalización de las comunicaciones: debido a la generalización del empleo de las
                     tecnologías de la información y la comunicación, que permiten el intercambio de información
                     global a tiempo real.
                  

               

            

         

      

      Sea que el proceso de globalización se considere el epicentro de la transformación
         social que explica el panorama socio-político actual, sea que se la sitúe a nivel
         de uno de los aspectos que coadyuvan a explicar la actual configuración de la política-criminal
         sin otorgarle un papel tan transcendente, lo cierto es que la globalización corre
         pareja a sustanciales modificaciones en la forma de configuración del Estado que explican
         las transformaciones de la actual política-criminal. En tal sentido, al decir de algunos,
         frente al Estado liberal, que dio lugar a una política-criminal menos intervencionista,
         el surgimiento del Estado social, como Estado intervencionista que se interesa por
         la conquista de las condiciones mínimas de subsistencia material, moral y cultural
         de los individuos, da lugar al advenimiento de una política-criminal más punitivista,
         menos respetuosa con las libertades fundamentales del ciudadano, que pretende actuar
         ya frente a los estados peligrosos.
      

      En opinión de Silva (2006), la globalización económica y la integración supranacional
         constituyen aspectos multiplicadores de la expansión del derecho penal en las sociedades
         postindustriales, pero no explican la referida expansión por sí solos.
      

      El proceso de transformación del Estado en aquello que afecta a la política-criminal
         no se detiene, sin embargo, con el nacimiento del Estado social. Como pone de relieve
         Garland, la más reciente transformación política, aquella en que deben hallarse las
         raíces de la actual política criminal en los países anglosajones –esencialmente en
         Estados Unidos– y, por contagio, en el ámbito internacional, es el tránsito entre
         el welfarismo penal, modo en que este autor denomina los dispositivos institucionales
         que caracterizaron el ámbito penal durante gran parte del siglo XX, hasta la década de 1970, y el colapso de este modo de entender la sociedad, en los
         años setenta, con el advenimiento de las políticas propias de la modernidad tardía.
      

      
         Un ejemplo de estas políticas son las conocidas políticas de la Ley y el Orden norteamericanas
            originadas ya en los sesenta.
         

      

      Se trata, fundamentalmente, de la transformación en el modo de encarar el problema
         criminal producido tanto en Estados Unidos como en Gran Bretaña por gobiernos conservadores
         (en concreto los de Ronald Reagan y Margaret Thatcher), pero que fueron continuados
         después por gobiernos supuestamente progresistas en ambos países. Se ha indicado que
         se trata de un tránsito producido en los países anglosajones que se ha traducido a
         la política criminal a nivel internacional justamente porque la hegemonía cultural
         de Estados Unidos también en este aspecto apenas admite discusión. Y es que, aunque
         como indica Silva pueda dudarse de la identidad entre el proceso de expansión del
         derecho penal propio de aquel tipo de políticas y la expansión del derecho penal contemporáneo,
         debe reconocerse que aquel tipo de políticas presagiaban ya el advenimiento de lo
         que sería la política criminal internacional de la postmodernidad, y que representaron
         un inicial exponente de la influencia de Estados Unidos en el diseño de este tipo
         de estrategias.
      

      Silva (2006) expone cómo el fenómeno actual de la expansión del derecho penal se basa
         en una representación social del derecho penal unánime, mientras las políticas norteamericanas
         de la ley y el orden todavía eran una muestra de muy diversas sensibilidades sobre
         el particular.
      

      El welfarismo penal, que se desarrolló vigorosamente entre los años cincuenta y sesenta
         hasta su ocaso en los setenta, se basaba en el axioma básico de que las medidas penales,
         donde fuera posible, debían ser intervenciones destinadas a la rehabilitación en lugar
         de castigos negativos de tipo retributivo, dando lugar al nacimiento de un nuevo conjunto
         de principios que hundían sus raíces en el correccionalismo. A mediados de la década
         de los setenta, el apoyo al welfarismo comenzó a decaer. Se atacaron sistemáticamente
         el correccionalismo, la condena indeterminada y el tratamiento individualizado. Lo
         que en principio surgió como un conjunto de críticas de orden interno, de voces que
         apuntaban a defender los derechos de los presos minimizando el encarcelamiento, terminó
         favoreciendo la implantación de políticas públicas de signo claramente opuesto, abiertamente
         punitivista. Ello se explica, fundamentalmente en Estados Unidos, por las duras críticas
         de algunas publicaciones[2] al welfarismo penal y a su modelo del tratamiento individualizado, avanzando en una
         idea retributiva del castigo.
      

      El movimiento a favor de la pena determinada en Estados Unidos creó una alianza de
         fuerzas amplia e influyente. Estuvo integrada por partidarios radicales del movimiento
         por los derechos de los presos, abogados liberales y jueces reformistas, así como
         por filósofos retribucionistas, criminólogos desilusionados y conservadores. Al margen
         del influjo que tuvieron en otros países del ámbito anglosajón, consiguieron en Estados
         Unidos, por ejemplo, la aprobación de penas mínimas obligatorias para algunos delitos,
         así como, en un plano más general, extender la idea del «nada funciona», del denominado
         modelo del fracaso, entre los años setenta y ochenta, en la mayoría de áreas de la
         justicia penal en aquel país.
      

      En tales circunstancias, la pérdida de fe en el sistema, el colapso del welfarismo,
         se hallaba abonado. Ciertamente, como ha indicado el propio Garland, sería reduccionista
         creer que el colapso del sistema penal del welfare se debió únicamente a un aluvión
         de críticas provenientes de la academia o de los profesionales en ese ámbito. Dicho
         proceso corrió paralelo a un profundo cambio en la estructura social, que abonó el
         terreno para que tal transformación de la política-criminal internacional se produjera.
      

      

      
Indicadores[3] de este cambio fueron:
      

      
         	
            
               El declive del ideal de la rehabilitación.

            

         

         	
            
               El resurgimiento de las sanciones «punitivas».

            

         

         	
            
               La invocación del miedo al delito y a la ira del público en el discurso político-criminal.

            

         

         	
            
               El retorno a la víctima.

            

         

         	
            
               La sacrosanta idea de que el público debe ser protegido.

            

         

         	
            
               La politización del discurso político-criminal y el populismo punitivo.

            

         

         	
            
               La idea recurrente de que la prisión funciona

            

         

         	
            
               La transformación del pensamiento criminológico[4].
               

            

         

      

       

      
         El papel de Estados Unidos

         Ciertamente, podría argüirse que las transformaciones sufridas en las estructuras
            de los Estados podrían no ser suficientes para explicar la actual configuración de
            la política criminal internacional, partiendo de la base de que los actores de la
            misma deban ser organismos internacionales. En especial, Naciones Unidas, que puede
            considerarse uno de los principales agentes creadores de política criminal a nivel
            global. Sin embargo, esta impresión decae si se tiene en cuenta que la postura de
            Estados Unidos ha sido determinante a la hora de explicar los afanes incriminadores
            de determinadas conductas delictivas por parte de Naciones Unidas. De manera que se
            puede considerar que los avatares que haya podido sufrir el funcionamiento de la Administración
            norteamericana a consecuencia de los cambios sociales producidos en aquel país contribuyen
            en gran parte a explicar los cambios acaecidos en la política criminal a nivel global.
         

      

      2. Características de la política criminal contemporánea

      Fruto esencialmente de la caída del ideal resocializador, pero también de las profundas
         transformaciones sociales y culturales producidas en los últimos años, la forma en
         que la modernidad tardía reacciona frente al delito –la configuración de la política
         criminal tardomoderna– se ha visto sustancialmente alterada.
      

      A delinear dicha modificación en la forma contemporánea de afrontar el delito, que
         más que fruto de una estrategia general madurada ha sido la consecuencia de iniciativas
         muchas veces puntuales y muy locales, contribuyen dos hechos sociales acaecidos en
         el último tercio del siglo XX:
      

       

      
         	
            
               La normalización de las elevadas tasas de delito, con el consiguiente emerger de la
                  denominada conciencia del delito ya desde los sesenta –conciencia que no decayó pese
                  a la reducción de las tasas de criminalidad de los noventa.
               

            

         

         	
            
               El reconocimiento de las limitaciones de la justicia penal estatal; el público deja
                  de confiar en el sistema de justicia penal como algo todopoderoso y se instala ya
                  desde fines de la década de los sesenta en la idea del «nada funciona», provocando
                  que el discurso estatal se haga más modesto y dubitativo.
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